
DfRECrOR GENERAL DE LA POL/CÍA NACIONAL CJV!l; fil} En consecuencia se ordena al 

FISCAL DE SECCIONA CARGO DE LA F/SCAUA ESPECIAL CONTHA LA IMPUNIDAD -FECI-

' DEL MINISTERIO PUBLICO, FISCALES Y AUXILIARES FISCALES DE LA FISCAL/A 

ESPECIAL CONTRA LA IMPUNIDAD -FECl-1 DEl. MINISTERIO PUBLICO, que: a) DEBEN 

proceder diligentemente en apego a los principios que rigen el proceso penal y 

cuidando de cumplir estrictamente con !os plazos procesales establecidos en la ley; !21 

DEBEN velar, en su función de hm::,er . wmpjir las leyesy_ su vinculación a la 

Constitución; por la preservación de _ _l,q__l~7.ft]JtJ.fipnolida4 _ _Jg_ defensa del régimen 

democrático, v velar por fa. plena_yiqem::ia ylJ}fectivídad del principio de 

alternabilidad en el eiercido del poder; IV} En consecuencia se ordena al DIRECTOR 

GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL Cl\1/l., que tome todas las acciones necesarias, 

hasta el máximo de sus recursos, con la debida dlfígencia, para que: a) se garantice el 

principio de altemabifidad en el ejercicio dei poder; b) Se evite cualquier acción que 

atente contra el principio de altenwbílidad en el ejercido del poder 1 asumiendo 

acciones que sean necesarias; e) Que pre:Ae todo la coiaboración en forma diligente, 

para la realización de la transición de autoridades electas, que tendrán veríficativo a 

partir del catorce de enero del arfo dos mi! veíntícuntro; V) Para los efectos positivos 

de las obligaciones impuestas al Director Gene:'al de la Policía Nacional Cívil1 deberá 

éste informar en un plazo de quince díets, a este órgano jurísdiccíonal, respecto de 

adopción de las acciones y planes que instítt1cionalmente haya realizado, para los 

fines de aseguramiento de la transicíó11 en el ejercido del princípio de alternabilidad 

en el ejercicio del poder¡ para garantízat y efectívizar que a partir del catorce de 

enero del año dos mil veinticuatro, lüs fLJndonarios electos puedan tomar posesión 

con la debida norrnaiidad, en cuanto al ámbito de su competencia; VI) En razón de lo 

considerado, no se hace condena en costas, en virtud de la buena fe que se presume 

en el actuar de la administración públíca. Vfl} Se apercibe al FISCAL DE SECCIÓN A 

CARGO DE LA FISCALfA ESPECIAL CON!JU-l LA JIV!PUNIDAD FECI DEL MINISTERIO 

PUBLICO, FISCALES Y AUXILIARES FJSCALES DE LA FISCAL.ÍA ESPECIAL CONTRA LA 

IMPUNIDA{) -FECJ-, DEL MINISTERIO J-i/..11:!UU.); y (1 / DJRECtOR GENERAL DE LA POLICÍA 

NACIONAi, CIVIL, que en coso de incuo1!)fin1.•2nio de fo resuelto en este amparo, 

incurrirán en multa de cuatro mil quetzoles,, sin prrjuido de las responsabilidades 

civiles y penales consiguientes ... "; (resltado y subr,iyado propio) criterio con el que 



por no estar de acuerdo se interpone el prt:!:iente RECURSO DE APELACIÓN DE FORMA 

PARCIAL, bajo las siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

1) El interponente de la apelación de forma parcial considera que la sentencia de 

fecha quince de diciembre de dos mil veintitres le causa agravio por cuanto a que 

estima que en la calidad de Fiscal del Ministerio Público dentro de la Acción 

Constitucional de Amparo C-0lOr~-2023-00410 en el JUZGADO NOVENO 

PLURIPERSONAL DE PRIMERA INSTANCIA PENAL, N¡.\RCOACTIVIDAD Y DEUTOS 

CONTRA EL AMBIENTE DE ESTE DEP,C\HT,'.)JVIENTO, CONSTITUIDO EN TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL DE AMPARO, el tribunal re:,o¡vió " ... J) CON LUGAR PARCIALMENTE 

el amparo promovido por Javier Urü:ur Montes De Oca, lose Javier Gafvez Hemandez, 

Sara Laríos Hernandez, Gregorío Jose Saavedra Zepeda, Edgar Gustavo Roberto lima 

Muñoz, Ana Raquel Aquino Smíth, Amires Mateo Echeverria Roman., Hugo Leonel 

Rivas Gálvez, Mariano Reyes Sofórwno, Andrea Maria Reyes López, en contra de 

FISCAL DE SECCIÓN A CARGO DE LA FISCAUA ESPECIAL CONTRA LA IMPUNIDAD FECI 

DEL MINISTERIO PUBLICO, FISCALES 11 AUXILIARES FISCALES DE LA FISCALÍA ESPECIAL 

CONTRA LA IMPUNIDAD -FECI-, OH MfN!STERIO PUBLICO; 11} CON LUGAR 

PARCIALMENTE el amparo promovido por Javier Uríwr Montes De Oca, Jose Javier 

Galvez Hernandez, Sara Larios Hernande;:, Gregario lose Soavedra Zepeda, Edgar 

Gustavo Roberto Urna Mwfoz, Ana Roque/ Aquino Smith, Andres Mateo Echeverria 

Roman, Hugo Leonel Rívas Gftlvez, Moriana Reyes Solórzo110, Andrea Maria Reyes 

López, en contra del DIRECTOR GENERAL DE LA POLICÍA NACIOlVAL CIVIL; llf) En 

consewencía se ordena al FISCAL OE SECC/01\J A CARGO DE LA FISCAL/A ESPECIAL 

CONTRA LA IMPUNIDAD -fECh DEL MINISTERIO PUBUCO, FISCALES )' AUXILIAR.ES 

FISCALES DE LA FISCAL/A ESPECIAL CON rRA LA IMPUNIDAD ··FE Ch DEL MINISTERIO 

PUBLICO, que: a} DEBEN proceder diligentemwte en apego a los principias que rigen 

el proceso penal y cuidando de cumplir estrictamente con fos plazos procesales 

establecidos en lo le)l; P1.l!fJ1EN velarl.J'l]. 0~fi_Jimcíón de hacer cumplir las leyes y su 

vinculación a la Constitución; por la pres.g,.ry..Qcíón de la instituciona!idad, la defensa 

del régimen democrático, y velar por_Jg_pJ.ena _ _viqencía y efectividad del principio de 

aftemabilidad en el eíercício del podtrr: IV} f:n consecuencia se ordena al DIRECTOR 



GENERAL DE LA POUCÍA NACIONAL C!Vll.1 que tome todas las acciones necesarias, 

hasta el máximo de sus recursos, con la debida diligencia, pam que: aj se garantice el 

principio de aftemabilidad en el ejercicio del poder; b) Se evite cualquier acción que 

atente contra el principio de altemabilídacf en el ejercicio del poder, asumiendo 

acciones que sean necesarias; e) Que preste toda la colaboración en forma diligente, 

para la realización de la transición de autoridades electas, que tendrán verifícatívo a 

partir del catorce de enero del año dos mí/ veirrtiwatro; V) Para los efectos positivos 

de las obligaciones impuestas al Director General de la Policía Nacional Civil, deberá 

éste informar en un plazo de quince días, a e.s'te órgano jurisdiccional, respecto de 

adopción de las acciones y planes que imtitur:iona!mente haya realizado, para los 

fines de aseguramiento de la transición en el ejercicio del principio de altemabilidad 

en el ejercido del poder, para garantiwr y efectivizar que a partir del catorce de 

enero del año dos mil veintiwatro, los funciotwríos electos puedan tomar posesión 

con la debida normalidad, en cuanto al ámhíto de su competencía; VI) En razón de lo 

considerado, no se hace condena en costt1s, en vírtud de !a buena fe que se presume 

en el actuar de la administración ptíblíca. VII) Se apercibe al FISCAL DE SECCIÓN A 

CARGO DE LA FISCALÍA ESPECIAL CONTRA LA IMPUNIDAD FECI DEL MINISTERIO 

PUBLICO, FISCALES Y AUXILIARES FISCALES DE LA FISCALÍA ESPECIAL CONTRA LA 

IMPUNIDAD -FECI·, DEL M!NfSTE:RIO PUBLICO; y al DIRECTOR GENERAL DE LA POLICÍA 

NACIONAL CIVIL, que en caso de íncwnpfimie11to de lo resuelto en este amparo, 

incurrirán en multa de cuatro mí! qi.:etzales .. sin perjuicio de las responsabilidades 

civiles y penales consiguientes.,. 11¡ (resaltado y subrayndo propio), porque establece la 

autoridad impugnada que al ordenar al FISCL\I. DE SECCION /:-. CARGO DE LA FISCAUA 

ESPECIAL CONTRA LA IMPUNIDAD ··FECI-, DEL MINISTERIO PUBLICO, FISCALES Y 

AUXILIARES FISCALES DE LA FISCALI/'.\ ESPECIAL CONTRA LA IMPUNIDAD -FECI-, DEL 

MINISTERIO PUBLICO, que débe velar, t111 su f:.inción de hacer cumplir las leyes y su 

vinculación a la Constitución; por la preservvción de l;:i institucionalidad, la defensa del 

régimen democrático, ':L velat._por la plena vig~ncia y efectividad del principio de 

alternabilidad en el ejercicio del J.Jodm. Por lo q~1e ese tribunal establece que la 

autoridad cuestionada 1 (::íl su actuar dt1 be vela1· por la efectividad del principio de 

alternabiiidad en el ejercicio d1e1! poder arriba a esa decisiótt 1 de manera que violenta el 

articulo citado de la Constitución por cu1rnl0 a que el Ministerio Público tiene su 



función definida sin que tal actuación violente l,1s garantías contenidas en los artículos 

citados por el amparista. 

2) Los señores Javier Urízar montes de oca; José Javier Gálvez Hernándc-:z; Sara Larios 

Hernández; Gregario José Saavedra Zepeda; Edgar gustavo Roberto lima muñoz; Ana 

Raquel Aquino Smith; /\ndrés Mateo Echeverría Román; Hugo leonel Rivas Gálvez; 

Mariana Reyes Solórzano y Andreí:l María Reyes López, interpusieron acción 

constitucional de amparo en contra ele fiscales Leonor Eufernia Morales Lazo y Pedro 

Otto Hernández González y auxiliares fiscales, Allan Javier Sánchez Castañeda, todos de 

la Fiscalía Especial contra la lmpunid;:¡d ·-FECI- del Ministerio PL'.1blico. 

3} Es importante hacer ver, que el amp<1ro es planteado con argumentaciones que 

son ineficaces para crear siquiera remotamentci, un n1ínimo grado ele convicción que 

llegue a hacer creer que existe el riesgo y arm>naza que alegan y que bajo una falsa 

analogía, invocan erróneamente lo manifestndo en el año dos mil diez por la 

Honorable Corte de Constitucionalidad, cuando se discutió la elección de Fiscal 

General y Jefe del Ministerio Público asi corno io acaecido en el ario de mil novecientos 

noventa y tres, cuando el Orden Constitucional fue roto por las actuaciones del 

entonces Presidente de la República, Ingeniero Serrano Elías, circunstancias que ni 

remotamente se aproximan al alegato que exponen y que por lo tanto son inaplicables 

en este caso. 

4) Los amparistas no puntualizan, dr?sarroll;rn ni sustentan en forma razonable, de 

acuerdo al correcto entendimiento humano, que las díligencias de investigación que 

efectúa la Fiscalíe1 Especial contra la Impunidad -FECI- cow;tituyan alguna amenaza 

cierta e inminente a alguno de sus derechos, ya que el acto reclamado qur:? se invoca 

dentro de la presente acción constitucional ele amparo, consistentes en el ejercicio de 

la acción penal, se produce en el legítimo ejercicio de la función que corresponde al 

Ministerio Público por mandato Constitucioné1I, de conformidad con lo establecido en 

el artículo 251 de la Constitución Poiític,1 de la F<epública de Guatemala, ejecutadas con 

estricta observancia del principio de bajo el control jurisdiccional de un juez 

de garantías, cumpliendo con el debido proceso y en el 1narco de las atribuciones que 

Constitucionalmente han sido encon1end al Ministerio Público, porque como 

Fiscales encargados de investigar hechos que puedan ser constitutivos de delito, 



estamos sujetos a la Constitución y las IYyes de h Hept'Jblica de Guatemala, así como a 

los Convenios y Tratados Internacionales cm materia dt:i Derechos Humanos. 

5) Los interponentes rnanífiestan q11e PI arn¡.,aro se fundamenta en la amenaza del 

rompimiento del orden constituclonal, il1dicindo textualtT1ente: 11 
... La amenaza 

denunciada en la presenta acción ha sído carocterizoda por al9unos -incluyendo el 

Presidente de la Reptíblica electo- come, unu forrno de QOlpe de estado. Otros estíman 

que por diversos razones no encaja en los r:lementos de to/ rompirnient'o constitucional. 

Pero más allá de /CJ5 precisiones conceptuoles y terrninoíóqicos -que no corresponden a 

esta acción de amparo- lo cíerto es c,,ue la Constitución Política de la República de 

Guatemala recoge la experiencia histórica de nuestro pc:ís en tomo a los golpes de 

estado, agrupándolos junto o otro.s hechos c1.wo rasgo común es alterar el orden 

constitucional (artículo 186) Esta Nonorohle Corre ho explicado que dicha norma "ha 

normativizado una formo de la seguridad jurídica }' una garantía efectiva para la 

soberanía popular pues se deriva de que 'Lu nación guatemalteca se ha organizado 

social }' jurídicarnente para constituír uno rornunidod de poz marco necesarío para la 

realización de la Justicio y el bien común. Su soberanía, plasmada en su carta Magna, 

es reflejo auténtico de su soberunfo popuf::r ... 1 (nurneral romérno IV de la acción de 

amparo interpuesta). 

6) La Acción de Amparo es Técnica y que 5¡ constituye su alcg:ito !a inminencia de una 

amenaza de 1'golpe de estado", ésta c1rnena1íl uebe ser cierta, posible y encaminada a 

afectar derechos claros y precisos y sus ef0cí.os deben (?Star bien determinados; por lo 

que contrario a lo que afirman los interponentes .. ~Lc;orresponde a esta Acción de 

Amparo precisar si lo que pretenden_nt,cer ver .. rnrno i'lílH:nazaJs o no un "golpe de 

estado", categoría conc~tual gut::_no _.ornrri:: !=il. e!_presente caso, porque el actual 

Diputado al Congreso de la Republica dEi Guaternalc1 v (ondidato a la Presidencia de la 

Hepúbiica de Guatemala, declarado 1::k•cto por ci Tribunal Supremo Electoral -TSE-, 

aún no ha <1sumido el cargo, debido a 4ue no se ha vencido el plazo para el cual fue 

electo el Doctor Alejandro Eduardo Giarnmattei Fallc1, actual Pn~sidente Constitucional 

de la República de Guatemala, de lid rm,n,>r·:¡ qt;;: es fáctica y jurídicamente inviable 

que en contra del Doctor César Bern,Hdo /\1,i\ 1;:ilo de L•~Ón, F>rE,sidente Electo pueda 

existir una arnenaza de "golpe de estad( 1 q1.11~ ,.1men,1c.c, o alter e el orden constitucional, 

como sí lo sería por ejemplo: que pé1(a imprcfü el cumplimiento de las funciones 



constitucionales de la Institución ol:.iligíldrt legalmente a investigar, alguna persona 

sindicada de la probable comisión de hechos delictivos, generando zozobra social y sin 

seguir el debido proceso, mediante L1 fuerz,\ intimidación, violencia y afectación del 

orden público en perjuicio del bien conH'.!r,, pret:endier;:i obtener mediante la coacción/ 

la renuncia de un Funcionario jefe de una institución de naturaleza constitucional, 

como seria el Ministerio Ptíbliw, lo que sí constituye un acto dirigido a alterar el orden 

constitucional. 

7) Por otra parte, es importante resaltar lo exprE1sado por los amparistas, en el 

numeral romano IX en la interposición de /\mpiro 1 que señalan: Que con la solicitud 

del 11amparo preventivo" se prete11dci garantinir la '1efectiva y oportuna toma de 

posesión y ejercicio de sus cargos de los funcionarios electos ... 
11 

expresando 

taxativamente que la presente acción de arnparo, S(? refiere a los intereses de los 

candidatos del partido político denorninado rv1ovlmiento Semilla e indicando: " ... Es 

importante manifestar que esta acción no pretende de ninguna manero, afector u 

obstaculízar el legitimo ejercicio de los funciont.~ constitucionalmente asignadas a cada 

una de los autoridades irnpusinadas esricn1 1ur sobre la motivoción de sus actos, 

califícar la procedencio o licitud de los rnismos, ni atribuir verocídod a extremos que 

puedan constituir simple espt?culación por porte de una u otras de las personas e 

instituciones involucradas. Todo esto es susceotible de discutirse en los respectivos 

procesos penales, administrativos,. constitucionales o de otra naturalezo que 

oportunamente se promuevon o que va se encuentren en trámite. /.o que se busca es 

acreditar con base en hechos objetivos de c,)1Wcímiento ptíblíco, la existencia de un 

gravísimo riesgo constiWcional r¡ue omeríto io protección preventiva de esta f·!onorable 

Corte en ejercicio de la función esencio! que le otribuve la ConsUtución y obtener el 

pronunciamiento que la otorgue ... 11 

8) Tal afirmación es falsa, ya que los amparistas 5í especulan sobre la motivación d.ftls.t~ 

acciones de investigación efectuada~JlSLi:.gL~!J.i.DJsrerio PL'.1blico y manifiestan que estas 

representan amenazas para su:> derechos políticos. También es falso lo afirmado por 

los arnparistas, porque no logran d('.n1ostrnr i,:i 11 
... existencia de un gravísimo riesgo 

constítucíonal ... " y por lo tanto no acreditan cü~ ninguníl manera la posibilidad que el 

mismo se produzca, dt~bido que los 11hechos objetivos del dominio público" a partir de 

los cuales pretenden construir sus argumentos, no son más que publicaciones de redes 



sociales, que contienen conjeturas 1 suposiciones y elucubraciones de los personajes 

que las realizan; quienes sobre las diligencias efectuacla~; por el Ministerio Público, 

efectúan sus peculiares ínterpretacíon0:s y rxpre:;an temores infundados, de !o cual los 

interponentes se constltuyen en replicadores, sin poder fundamentar por sí mismos 

sus conjeturas, lo que continúan manifestando en los sub numerales rornanos VII y VIII 

de numeral romano X, al indicar: " ... Vi!.- La máxima autoridad en materia electoral 

denunció de forma alarmonte que los actos del MP buscan desestabilizar y destruir el 

proceso electoral tanto este se ha apoderado ile(Jalrnente de documentos que soportan 

los resultados oficiales de las elecciuril:'S con el objeto de manipulor los mismos y 

generar "un resultado distinto del que fue le9almente declarado" en contra de la 

decisión popular. El TSE advierte que. r:{ tv/r> boio outorización del juez Séptimo Penal 

gue invade la competencia del r~.Lt!J!J!::Y_cfi?lor sin efecto las elecciones generales 

realizadas e impedir la toma de posesión del cargo del binomio presidencial electo y 

demás autoridades electas !eaalmen.te_. 8econoce explfcitamente que estos actos 

violan derechos políticos al sufragio o occc:ú 1 o cargos públicos, a elegir y ser electos y 

a participar en el gobierno de su pais. Además, violentan la voluntad popular y 

soberana del pueblo de Guatemalci ... ", 

11. CONSIDERACIONES JURÍDICAS RESPECTO DE LOS ACTOS RECLAMADOS Y 

REPROCHES QUE SEÑALAN LOS AMPAHlSTl\S t:N SU ESCRITO DE INTERPOSICIÓN DE 

AMPARO: 

1) Es fund,unental considerar que sobre lé1 Amenaza Ciurta e lnrninente, el autor Luis 

Castíllo-Córdova, al referirse a ést,i cunw n-,od,llidad de agresión de los Derechos 

Fundamentales, indica que deb<~ tener la~. características de un peligro y que sea cierto 

y de inminente realización, así como qu0: si se trata de una tllegación de amenaza de 

violación, ésta debe tener las cara e 1eri~:tic.a; _::int(Jriormente citadas, entendiendo lo 

cierto como algo conocido como verdadero, :•el'ui o 1::} indubitable, en ese sentido, la 

certeza predicada de la amenaza de!•t: significar que de ias circunstancias fácticas y 

jurídicas se puede concluir objE:tivarncnt,? su e:x.htenci;:i y la imninencia, segundo 

requisito qmi ha de cumplir la ;:1menaz~1 p;11 a '.',i':t discutible jurídícarrn~nte, entendiendo 

como algo inrninr:nte, aquello que amer,az,, o está para suceder prontamente. En ese 

sentido, la inminencia predirnda de l,1 ¿p·111'·1·10zci de ur1 derecho fundamental, $.Jgnificará 



gue existen elementos de iuicío objetivo para concluir que de mantenerse la situación 

de amenaza ésta se convertirá en poco tiemp9 en una violación efectiva del derecho 

fundamental, el cual debe determinai-sE~ en forma clara y fundada. 

2) Al respecto, es importante hacer ver, que la presente acción constitucional de 

amparo, es carente de veracidad y no se dan los presupuestos legales para ser 

declarada con lugar, pues el Ministerio Público ha efectuado las diligencias de 

investigación y el secuestro de dowmentos, con autorización judicial, dictada por el 

contralor de la causa, y cuya competencia ya h21 sido objeto de discusión y resolución 

en otros amparos que al igual qu .. : el presente, en los que la Corte de 

Constitucionalidad ha establecido que PI Ministerio Público puede continuar con la 

investigación que efecttía, en vista de ser un órgano del Estado de naturalezc1 

constitucional con facultad para investigar hechos que puedan constituir delitos a 

efecto de lograr la averiguación de la verdad, viabílizando la presente investigación, 

por lo cual la presente acción constitucional de amparo podríaR formar parte de una 

serie de acciones interpuestas por distintos ac1ores que se atribuyen actuar en forma 

independiente, pero cuyas argurnent,Kiones podrían constituir un actuar coordinado y 

estructurado, en unidad de argumentos y objetivo de obstaculizar las investigaciones 

que efectúa el Ministerio Público en el cumplimiento de su mandato constitucional de 

custos legís, a la vez que otros acton:s, 

hecho, revelando un iJctuar articulado. 

3) La ineficacia de los argurnentos infunda 

11 al ente investigador con medidas de 

de los arnparistas para sustentar la 

amenaza que alegan, su falsedad, falta de seriedad y de respaldo objetivo, se revela en 

su origen dudoso, ya que indican que sus fuentes son las "redes sociales", a efecto de 

lo cual transcribiré algunos de los mencionados alegatos: 

" ... Por otro lado en redes sociales se ha difundido la según la cual f os vicios 

y anomalías que se atribuyen al proceso de constitución del partido político 

Movirniento Semilla conllevarfan su nulidad absoluta y en consecuencia la 

nulidad de todas los elecciones recaídas en sus candidatos o incluso de todos los 

actos electora/es en que dicho partido hubiera participado ... " 

11 

... Que esta tesis y el riesgo que implico no son mera especulación se evidencia 

por cuanto ha sido d1funciido olqunos ele los mismos usuorio.s de 



socio/es que --segtín los informes de misiones de observación electoral y lo 

resolución de medidas caute emit.idu por la Comisión Interamericano antes 

cíl"ados - sugieren haber tenido o ucc,,so previo- por filtraciones o connivencia­

ª información privilegiada de instituciones de justicia ... " 

4) En relación a lo anterlorment'.! tt'í:ln$crito v con fundamento en conjeturas 

publicadas en redes sociales manifiestan tmnbién los interponentes: 

" ... En el presente caso el octo rcdumodo no ::,on los actos que serían 

susceptibles de impugnación oniínorí,.1 sioo !o omenoza de que sobre la base de 

dichos actos ya existentes ya dictados pendientes de ejecución, se realícen otros 

actos o actos nuevos o adiciono/es a Jo,; t.'xi:;centes .. , 11 

º... Lo expuesto demuestro lo exfslencía de hechos qu1:. ya han comenzado a 

ejecutarse de actos yo dictados pero que no se han ejecutado {sic} con 

existencia material cuya futuridac! rn.J:w exclusivarnente en su ejecución y cuya 

inminencia no se basa en mern conjet uru que por tanto, constituyen amenaza 

cierta e inminente susceptible de arnparo preventivo por trararse de amenazas 

que ocasionarían agravios despro¡.,orcíonados,. graves e irreparables como 

sería al alteración del orden constitucional republicano, democrático y 

represent'ativo.,.. 

5) Los ínterponentes no puntualizan, desanoilan ní sustentan en forma razonable, de 

acuerdo al correcto entendimiento hi11ilé1t10 1 qur~ las diligencias de investigación que 

efectúa la -FECI--constituyan alguna amen,12a c1ert;:i 1:.: inminente a alguno de sus 

derechos, y con fundamento en pul1licacio11t:S de redes sociales, atribuyen a las 

acciones ejecutadas por la -FECI- fows v objetivos que no persiguen, ya que las 

diligencias de investigación que reali2;,1 el 1\/!inisfe(io Público, se producen sobre hechos 

que podrían ser constitutivos de delitos y por lo tanto, son C1tiles y pertinentes para 

alcanzar los fines del proceso, porquci mí actuar como r-iscal Especial del Ministerio 

Públíco, ha sido de conforrnid,1d con fo preceptuado r:'n el Artículo 251 de la 

Constitución Política de la Repúblíui dE0 c_;ua1:t,!rnalc1, (~n estricta observancia del 

Principio de Legalidad. 



111. DE lA FUNCIÓN DEL MINISTERIO PÚBUCO. 

l) El Ministerio Público es la rn,§xirna y única autoridad legitirnílda por el artículo 251 

de la Constitución Política de la República de Guatemal¡:i para ejercer la /'.\cción Penat y 

el artículo 8 del Código Procesal Penal, precPptúa que: "El Ministerio Público, como 

institución, goza de plena independencia poro el ejercicio de la acción penal y fa 

investigación de los delitos en lo formo determinado en este Código, salvo la 

subordinación jerárquico establecido en su propia ley. Ninguna autoridad podrá dar 

instrucciones al jefe del Ministerio f>t:iblico o sus subordinadns respecto a la forma de 

llevar adelante ta investigación penol o limitar el ejercicio de la acción, salvo las 

facultades que esta ley concede o los tribunulcs de justicia" (la negrilla es propia). 

2) la Corte de Constitucionalidad ha sentado el criterio que '"E/ ,Vlinisterio Público como 

institución auxiliar de la adrninístmcíón pública y de los tribuno/es, con funciones 

autónomas, tiene corno objeto principal ve!or por el estricto cumplimiento de las leyes 

del pals y por rnondato constitucionq_{ e{ercc fo acción penal pública, debiendo para 

cumplir sus funcionesc adecuar su crit<;tiJLs>llfc.L~vo, pudiendo realizar las diligencias que 

estime necesarias g_ara la averi.flJd.9.S:[gn r/1~)<L verdad v hocer requerimientos ante el 

órgano contralor de lo investigación, dando cumplimento a las resoluciones emitidas. 11 

(Corte de Constítucíonalidad. Expediente 4541-20.18, sentencio de fecha 20/03/2019). 

Hago ver que el subrayado v resoltao'o es propio. 

3) Lo que concatenado con lo establecido en el artículo 251 de lci Ley Electoral y de 

Partidos Políticos que establece que: "lodo lo concerniente a los delitos y faltas 

electorales, se regirá por el CódiQo Penal Guotemalteco" , evidencia con meridiana 

claridad que el Ministerio Público dE!be curnplir con su mandato constitucional y velar 

por el estricto cumplimiento de las 1€:yes del país, de tal mant"tra que se cumpla con los 

fines del proceso que son, de acuerdo al artículo 5 df:I Código Proces81 Penal: 11 
... la 

averíguacíón de un hecho sefíalado corno delito o fafta y de los circunstancias en que 

pudo ser cometido; el establecirniento de In posible participación del sindicado; el 

pronunciamiento de la sentencia respectiva., v lo ejecución de lo mísma. Lo víctima o el 

agraviado y el irnputoclo, como sujetos proresoles, tienen derecho a la tutela judicial 

efectiva. El procedimiento, por aplicación del principio del debido proceso, debe 

responder a los legítimas pretensiones de ambos. '1 Bajo el mandato constitucional v 

criterio ele la Corte de Constitucionalidad que f::'Stablece que para el Ministerio Público 



il uno de sus fines principales es veiar por el escrito cumplimiento de las leyes del 

país" {Corte de Constitucionalidad. Expediente 1690-L017, sentencia de fecha 

09/05/2018) 

4) Así mismo, conforme lo establecido en lé! Ley contra la Delincuencia Organizada, que 

establece la forma en que se llevará la per:~,?cución penal cometida por grupos 

delincuenciales, diligencias de investigación, así como medidas de suspensión 

provisional que pueden ser decretadas por el Juez contralor de la investigación llevarse 

a cabo, establecidas en el artículo 8,1 de ia citr1da normativa. 

5) Debiendo recordar, que el Ministerio Público es una institución auxiliar de la 

administración pública y de los tribunales con funciones autónomas. Habiendo 

actuado en la investigación de mérito e1i b,ise a orden emitida por el Juez Contralor de 

la investigación, Juez Séptimo Pludpersonal de Primera lnsta11cia Penal, Narcoactividad 

y Delitos contra el Ambiente del Departarnento dE~ Guatemi,13, Juez "A "competente en 

las diligencias pertinentes. 

Debiendo enfatizar que la investigación de mérito, st.: ha !!evado en estricto apego a la 

ley, respeto a los derechos humanos v l<'1 dignidJd humana, en 1,ingún momento se han 

menoscabo o disminuido ningún derecho fundan1er1tal, como se pretende hacer ver 

por parte de los amparistas. 

6) Es por tal motivo que las acciones de írw2'.;tigación efoctuad¡:¡s por la -FECI-, bajo de 

ningún punto de vista no pueden con'.,ti1.uí1 arnenaza de violación a los derechos a: 

11elegir y a la participación polítíca, a la democracia, al respeto de la soberanía del 

pueblo expresada mediante el sujroqio y n lo /egolidod en el ejercicío del poder público 

de los que son los titulares'\ que son lu'., actos r2c!a1nados dentro de la presente acción 

constitucional de amparo, pues esta Fisc~,iía Cmicarnent(, se encuentra efectuando 

persecución penal, dentro del marco dt~ ld:i atribuciones que constitucionalmente han 

sido encomendadas, velando siernpre por los principios de legalidad, debido proceso 

y objetividad. 

7) Debe tenerse presente el uiterio srint.:ido por la Corte de Constitucionalidad, que 

establece que: "Para determinar la prccedE,ncia 1'.h~I amparo, se hace necesario que el 

acto, resolución o disposición reclamada cause agravio; de ahí que resulta 

improcedente cuando la actuación n:clarnc1da carece de electo agraviante, por haber 

sido emitida por la autoridad impugnada c.onforme~alasfacultades que le son propias, 



sin afectar derechos fundamentales, siendq_gL2R!ilvio _ _gJ~::J:!lC..!J.19 esencial para la 

procedencia del amparo, sin su CQ.r7_LlJ!Lf1:D.fl'lno es posible el otor:gamiento de la 

protección constitucional solícitadtl. 11 (El subrayado y resaltado es propio)._ Doctrina 

legal: criterio que ha sostenido la Corte de Constitucionalidad mediante !a doctrina 

legal de la falta de agravio en los siguientes casos: i) sentencia de fecha tres de febrero 

de dos mil diez, dictada dentro de los e·<pedientes acumulé1dos 3l12 y 3113-2009, ií) 

sentencia de fecha dieciocho df~ rnarzo de dos rnil diez, dentro del g,_xpediente número 

1172-2009, y íii) sentencia del ocho de abril de dos mil diez., dentro del expediente 

número 405-2010. Razones por la cual no concurren en el presente caso los supuestos 

necesarios de viabilidad de la presente acción constitucional de amparo. 

DEL FALLO DE LA CORTE DE CONST!TUC!ONAUOAD EN EL EXPEDIENTE 6175-2023 DE 

FECHA CATORCE DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRÉS. 

los honorables mílgistrados de !a Corte de Constitucionalidad en sentencia del catorce 

de diciembre de dos mil veintitrés, indican lo siguiente: 

La Corte de Constitucionalidad __ conb,,:,c_en_lo considerado y leyes citadas resuelve: 

( .... ) VII) Lo decidido en este fallo es sin perjuicio de_Jas facultrides de investigacióo., 

persecución y acusaciones 91w _ corre_gmnden _al Ministerio f1úb!ico y los i1!eces del 

orden penal, para juzgar los casos en que se hubiere. incurrido en ilícitos, sancionar a 

los responsables e imponer las penas <;:_9rrespondientes1 así corno, de las facultades del 

Tribunal Supremo Electoral sobre evidencla5_:;erias que presenten incidencia en el 

ámbito de las organiz;:icíones electoralt~s._ls•I subrayado el premio) 

Al concatenar, el fallo emitido por los IViJgistrc'lrios de la Corle de Constitucionalidad y 

lo emitido por el Juez Noveno Plurlpersonal do Primera Instancia Penal, Narco;:ictividad 

y Delitos Contra el An1bient1:: de Guatemala constituido en Tribunal Constitucional de 

Amparo, especialmente lo expresado en el inciso b) DEBEN velar, en su función de 

hacer cumplir las leyes y su vinculación a la Constitución; por la preservación de la 

institucionalidad, la defo11s0 del régimen dernocrátíco, y velar por !a plena vigencia y 

efectividad del principio de alternabílid;,d en el r:jNc.icio del poder. 

Claramente denota que se está atribuyendo ;:d Ministerio Público una función distinta a 

lo establecido en el artículo 251 de lv Constitución Política de la República de 



Guaternala y lo establecido por los lkJn0rables Magistrados de la Corte de 

Constitucionalidad en el expediente 61 F-5--2.0:23 de fecha catorce de diciembre de dos 

mil veintitrés. 

La función del Ministerio Público es investiF!ar delitos; por lo que lo resuelto por el Juez 

Noveno Pluripersonal de PrimNa lnstancii'l Penal, N,1rcoc1ctivldad y Delitos Contra el 

Ambiente del Departamento de Gu;:,terna!a constituido en tribunal extraordinario de 

amparo, limita esa función constitucion;ii a'.:ignadr1 al Ministerio Público. 

Es decir, que limita en esa función de ir,vestigación el Ministerio público no pueda 

efectuar diligencias con autorización del juez contralor de la investigación, por 

ejemplo: diligencias de allanamiento, inspección, registro v secuestro de evidencias; 

ordenes de aprehensión, solicitudes de re>tiro de antejuicio en contra de funcionarios 

electos, sobre los cuales pesan la comisión de hechos delictivos. 

El juez incluso al analizar objetiva e irnparci;:3lm(!nte la sente11cia pudo haber incurrido 

en algún ilícito penal. 

IV. DEL VOTO RAZONADO, QUE DEBE TOMARSE EN CUENTA, 

Debiendo tomarse en cuenta,(~! voto razonado disidente del Magistrado Nester 

Mauricio Vásqw.-:z. Pirnentel, en el auto de amp,ffO provisional, dictado en fecha 

seis de octubre del año dos rnll veintitrés, dentro del expediente 6175-2023, 

que da origen a la presente ac•::i,)n consr.itucional de amparo, de los cuales se 

destacan los siguientes puntos: 

a. CONCEPTUALIZACIÓN DE AMENAZA UJMO PROCEDENCIA DEL AMPARO. 

Indica el voto disidente en relación:'' ... E;1 e:,e sentido, la garantía puede actuar 

para evitar amenazas en el ejercicio pl0~no de un derecho o reparar violaciones 

consumadas por acto, resolur.ión o dí~posición emanada de autoridad. En tal 

virtud, se estima que la amenaza que~ se denuncia en el amparo debe tener el 

carácter de inminente, térn-1ino que, según el Diccionario de la Lengua 

Espaiíola, significa que la amenaza s2 encuentra po( suceder prontamente. Es 

decir, cuando lo señalado o denunciado i::is una amenaza, esta, para poder ser 

objeto de análisis en el amparo, dd;c reunir 101
, rc1 quii:itos de futuridad, certeza 

e inminencia, de tal suerte que. lr1 au:;enci,i de una sola de tales características 

impiden el otorgamiento de la prott\cción constítudon;:il. 11 



b. LA FALTA DE AMENAZA CIERTA E INMINENTE EN EL PRESENTE AMPARO, 

INDICANDO TEXTUALMENTE: "De la lectura del escrito inicial de amparo y de la 

relación de hechos que antecede, efectuada por los postulantes, no se advierte 

que las autoridades impugn,1clé1s , .. llil.Y.]lfl efectuado "acciones u omisiones" 

tendientes a impedir, deneg,ir, obstaculizar, retardar o <-rn_sualquier forma, 

afectar o menoscabar la efectiva y QJ2.P..r.tuna toma de P-º.?.~Jion v ejercía de los 

cargos del Presidente y Vicepresidente electo, así como de los diputados al 

Congreso de la Rept'iblica de los listados nacional y dístrital postulados por el 

partido político Movimiento Sernill;:i1 __ pues no se hacen mención a qué acciones 

u omisiones han realizado en cd qjy::rcicio de sus cargos." 

c. El ACTUAR DEL MlNITERIO sr HA LLEVADO CON CTO APEGO A 

LA LEY Y LAS DILIGENCIAS FUERON LLEVADAS EN BASE A ORDEN JUDICIAL Se 

establece: "En cuanto a los Fiscales Leonor Eufernia Morctles Lazo y Pedro Otto 

Hernández González y Auxiliares Fisc.,,le':;, Allan Javier Tánchez Castañeda, todos 

de la Fiscalía Especial contra la impunidad -FECI- del Ministerio Público, José 

Rafael Curruchiche Cucul; estos actuaron en IJ¡,se a léls facultades que la ley les 

otorga y realizaron las diligencias correspondientes por orden del Juez Séptimo 

Juez 11A" del Juzgado Séptimo Pluripersonal de Prin,era Instancia Penal, 

Narcoactividr1d y Delitos contra el Ambiente del Departarnento de Guaternala, 

sin evidenciar en el escrito inicial de ,H1,paro actitudes específicas y agravios 

ocasionados por dichas autoridad que afecten o menoscaben la efectiva y 

oportuna toma de posesión." 

Por lo que se concluye qw: conforme lo expuesto el amparo debe den por 

cuanto a que no existe amenaza cierta o eminente que esta digna Institución 

pretenda violentar o disminuir los derechos fundamentales de los interponentes y 

muchos menos se ha causado agr,wio alguno en contra de los ampnristas, que 

amerite ser reparado por la vía constitucional, pues esta Institución en ningún 

momento ha efectuado acciones u omisiones tendientes a denegar, obstaculizar, 

retardar o en cualquier forma afectar o menoscabar l;:i efectiva y oportuna toma 

posesión y ejercicio de los cargos del Presidente, Vicepresidente y otras 



autoridades electas en este proceso elector3I, el fallo dictado no se encuentra 

conforme a derecho ni a las r.on:;1:.H1cias !:iubyacentes al amparo, por lo que se 

interpone el presente RECURSO Df: APEI.ACION DE FORMA PARCIAL para que en 

su oportunidad procesal la Honon1bl2 Corte de Constitucionalidad se declare CON 

LUGAR, se REVOQUE de m:rnera parcial h s::::ntencia d\~ fecha quince de diciembre 

de dos mil veintitrés dentrn de la Accion Constitucional de /\rnparo C-01073-2023-

00410 en el JUZGADO NOVENO PLURIPf:.RSONAL DE PRIMERA INSTANCIA PENAL, 

NARCOACTIVIDAD Y DEUTOS CON fRA EL AMBIENTE DE ESTE DEPARTAMENTO, 

CONSTffUIOO EN TRIBUNAL CONSTITUCIONAL DE AMPARO,: en consecuencia se 

DENIEGUE el Amparo soi1citado por Javier UriLar Montes De Oca, Jose Javier 

Galvez Hernandez, Sara Lados lk!rnaridez. C1 egorio .lose Saavedra Zepeda, Edgar 

Gustavo Roberto Lirnr1 rv1uifoz, Ana Rac¡ue4 Aquino Srnith, Andres Mateo Echeverria 

Roman, Hugo Leone! Rivas Gálve::, IV!ai'ia11;1 Heyes Solórzano, Andrea Maria Reyes 

Lópezen contra de 1. Director Gen,"!fdl dE.i la Policía Nacional Civi!; 2) El fiscal de 

Sección a cargo de la FiscalL:i de Sección a cargo ele la Fiscalb Especial contra la 

Impunidad -FECI- José Raf ae! Currudiiche Cucul; 3) Los fiscales Leonor Eufernia 

Morales Lazo y Pedro Otto Hernández González y Auxiliar Fiscal Allan Javier 

Tánchcz Castafleda, todos de la Fiscalía f:::;pecía! C:011tra l,1 lrnpunitfad -FECI- y 4) La 

Fiscal Regional Región Cuatro t✓ üroricnte Z;1c;:ip,·1 del Ministerio Público, Cinthia 

Edelmira Monterroso Górnez,-; y por consi1~uiente St': deje en suspenso el acto 

reclamado. 

FUNDAMENTO DC DERECHO: 

De conformidad con el artículo Gl (ie l::i L.t'Y de Amparo, Exhibición Personal y de 

Constitucionalidad: "Son apelables: l.;1r ~-1•11:encias de . .impMo, los autos que resuelvan 

la liquidación de costas y de daiíos v pt'rj,. 1i,.:::o•;, v it:i', <rntos que pongan fin al proceso. 

El recurso de Apelación deberá interponerse rientro de~ las cuarenta y ocho horas 

siguientes a la última notificación". 

PErlOÓN: 

1) Se adrnita para su trámite el presente rnen,orial y docurner1to adjunto. 

2) Se reconozca la calidad y personeri;1 c,)11 ,1ue actúa el pn~seniado lo cual se acredita 

con los documentos qw,: se ;j,::ornp.,íi ... 11 

3) Se tome nota que el infrascrito abogado actua bajo su dirección y procuración. 



4) Se tenga el lugar para recibir notificaciones S(?f1alado en la parte introductoria de 

este memorial. 

5) Se requieran las actu0ciones pei-tinentes del proceso de amparo Acción 

Constitucional de Amparo C--01073··2023-·00410 tramitado en el JUZGADO NOVENO 

PLURIPERSONAL DE PRIMERA INST!\NCI/\ PrNJ.\l, NARCOACTIVIDAD Y DEUTOS 

CONTRA H AMBIENTE DE ESTE DEPARTAMENTO, CONSTITUIDO EN TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL DE AMPARO. 

6) Se tenga por interpuesto RECURSO DE APELACION DE FORMA PARCIAL en contra 

de la sentencia de fecha quince de diciembre de dos mil veintitrés dentro de la Acción 

Constitucional de Amparo C-010.13-2023-00410 en el JUZGADO NOVENO 

PLURIPERSONAL DE PRIMEFV\ INS'i ,l\NCIA P[:NAL, NAHCOACTIVIDAD Y DEUTOS 

CONTRA El AMBIENTE Del DEPARTAMENTO DE GUATEMALl\, CONSTITUIDO EN 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL DE AMPt\RO; 

7) Se señale día y hora para la vista. 

8) En su oportunidad procesa! se declare CON LUGAR el recurso de apelación de forrna 

parcial relacionado trn la literal ;mt'.1 rior·; e;, consecuencí,1 SE REVOQUE de forma 

parcial la sentencia de fecha quince d1° 1.liciembre de dos mil veintitrés dentro de la 

Acción Constitucional de J\rnparo C-01073··2023-00410 en el JUZGADO NOVENO 

PLURIPERSONAL DE PRIMERA INST.,:\NCIA PENAL.. Nl\RCO/\CTIVIDAD Y DELITOS 

CONTRA EL AMBIENTE DE ESTE DEPAFff 1\.f\1IENTO, CONSTITUIDO EN TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL DE AIVIPAHO y resolviendo conforrne a derecho: 

A) Se DENIEGUE H AMPARO solicit;i¡)o poi lavier Urizar Montes De Oca, Jose Javier 

Galvez Hernandez, Sara !.arios Herni:,nd11 z, C,regorio Jose Saavedr·a Zl~peda, Edgar 

Gustavo Roberto Lirna Mui'íoz, Ana Raquel Aquino Smith, Amires Mateo Echeverria 

Roman, Hugo Leonel Rivas Gálvez, fviariana P,cyes Solórzano, Andre;i María Reyes 

López. 

B) Se ordene a la autoridad judicial denunciada emita nueva resolución apegada a 

derecho y en congruenda con las actti::1ciones procesales, 

C) Se hagan las dernás declar, 1 r:iones c¡ur:; en cforecho Sl: estimen pertinentes. 

CITA DE LEYES. Artículos: 1'", 22, 32, ,1(), 5º, 6°, 72, 33, 111 60 1 61, 62, 63, 64, 66, 67.163 

inciso c) de la ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad; 251 de la 



Constitución Política de la República 

Orgánica del Ministerio Público. 

en1c1la; 1, 5, 30 numera! 5 de la Ley 

COPIAS: Se acompañan siete (07) copias del presente rnernorial y del documento de 

personería adjunto en fotocopia simple. 

Guatemala, 17 de dicien1bre 




